El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.
 El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL

Providencia: 
Auto – Incidente de desacato 

Proceso: 

Acción de Tutela – Sanciona por incumplimiento
Radicación Nro. :
66001-22-05-000-2017-00123-00 
Referencia: 

Sanción incidente de desacato
Accionante: 
Elizabeth Gaviria Barbosa
Accionados: 
AFP Porvenir SA
Pereira, quince (15) de noviembre de dos mil diecisiete (2017)

En virtud de lo dispuesto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, se procede a decidir el incidente de desacato, al no advertirse causales de nulidad en este trámite.

ANTECEDENTES

1. Elizabeth Gaviria Barbosa, interpuso acción de tutela contra la AFP Porvenir SA, donde mediante sentencia de 14-08-2017, se dispuso: “PRIMERO: TUTELAR los derechos de petición y seguridad social del cual es titular la señora Elizabeth Gaviria Barbosa, identificada con cédula de ciudadanía No. 42.052.521, quien actúa a través de apoderada judicial, frente a la AFP Porvenir, en consecuencia, ORDENARLE a través de su representante legal Miguel Largacha Martínez o quien haga sus veces, que en el término perentorio de cinco (5) días hábiles, contados a partir del día siguiente a la notificación de esta sentencia, resuelva de fondo sobre el derecho pensional que reclamado por la señora Gaviria Barbosa”. (Negrillas dentro del texto original).
2. El 09-10-2017, la actora a través de su apoderada judicial, presentó escrito en el que solicitó se diera continuidad al incidente de desacato, teniendo en cuenta que no se podía archivarlo por estar a la espera de trámites internos de bonos pensionales, máxime cuando la actora cumple con todos los requisitos para la garantía de pensión mínima.
El 19-10-2017 se procedió a darle trámite a la solicitud y al analizarse una vez más la respuesta a la petición que dio inicialmente la AFP y que permitió que el 26-09-2017 la Sala se abstuviera de sancionar al representante legal de Porvenir, se tuvo que la misma tenía una imprecisión jurídica que inducía en error a la actora en la medida en que hablaba de anulación del bono pensional para que la actora contara con las semanas requeridas para la garantía de pensión mínima, cuando el artículo 24 del Decreto 1513 de 1998, modificado por el artículo 56 del Decreto 1748 de 1995, señala que habrá anulación del bono, cuando el valor disminuye, lo que dejaba entrever que esa variación del bono en el caso en particular al parecer afectaba a la actora en la pretensión de garantía de pensión mínima, situación que debía aclarar la AFP Porvenir con  una nueva respuesta, por tal motivo y conforme a dicha salvedad se requirió a la AFP el cumplimiento de la sentencia de tutela de fecha 14-08-2017, proferida por esta Corporación, traslado en el que guardó silencio.

3. Por lo anterior, mediante auto de 31-10-2017 se inició el trámite incidental, dentro del término concedido para ello, la accionada manifestó en relación con la petición que dio respuesta con la precisión realizada mediante auto de 19-10-2017, la que fue debidamente notificada, según prueba de entrega (fl.75).
4. El 08-11-2017 se decretaron pruebas de oficio. 
CONSIDERACIONES

1. Competencia
Corresponde a esta Sala al tenor del inciso 2 del artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, decidir el presente incidente de desacato por ser quien profirió la sentencia de 14-08-2017.
2. Problema jurídico

¿La accionada AFP Porvenir SA, incurrió en desacato de la sentencia proferida el 14-08-2017, dentro de la acción de tutela promovida por Elizabeth Gaviria Barbosa?.
2. Fundamento legal y jurisprudencial de la decisión

Para determinar si hay lugar a imponer sanción por desacato se hace necesario precisar que la Corte Constitucional ha señalado, que en el evento de presentarse el desconocimiento de una orden proferida por el juez constitucional, el ordenamiento jurídico tiene prevista una oportunidad y una vía procesal específica, con el fin de obtener que las sentencias de tutela se cumplan, y, para que en caso de no ser obedecidas, se impongan sanciones que pueden ser pecuniarias y privativas de la libertad, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 52 y 53 del Decreto 2591 de 1991.

De lo expuesto se colige que el incidente de desacato busca verificar la efectividad en la protección de los derechos que mediante el fallo se ampararon al accionante, es decir, si realmente existió o no incumplimiento del fallo de tutela, en este último evento además deberá verificarse la responsabilidad de la persona o personas a quienes estaba dirigido el mandato judicial.

3. Caso concreto

Descendiendo al caso que nos ocupa, se tiene que mediante sentencia de 14-08-2017, se ordenó a la AFP Porvenir resuelva de fondo sobre el derecho pensional reclamado por la señora Gaviria Barbosa consistente en que se procediera a dar trámite al reconocimiento de la garantía de pensión mínima de vejez. 
Frente a lo anterior y en relación con la orden judicial impartida al Fondo de Pensiones, en el transcurso de este trámite, allegó escrito donde manifestó que dio respuesta de fondo sobre el derecho pensional reclamado, por tal razón, le informó a la actora que una vez validó los aportes pensionales, incluidos los rendimientos financieros, éstos no le permiten acceder a una pensión de vejez en el régimen de ahorro individual con solidaridad, sin embargo se evidencia que acredita el  número de semanas mínimas requeridas (1150) y la edad para acceder al beneficio de garantía estatal de pensión mínima pero que está sujeto a la emisión del bono pensional el que se encuentra en la etapa de liquidación  provisional, de tal forma que para dicha emisión, resulta necesario que la Nación desmarque el estado del valor del cupón para que pueda firmar la historia laboral y así proceder con la solicitud de emisión, gestión que ya se encuentra realizando como Administradora. 
Por último señaló que una vez el bono pensional se encuentre emitido, la actora debía radicar la documentación pertinente, con  el fin de dar trámite a la solicitud de garantía mínima.

Por lo anterior y en aras de corroborar la información suministrada por la AFP Porvenir, se decretó como pruebas de oficio, entre otras, que el Departamento de Risaralda certificara el estado del bono pensional de la incidentante, asimismo cuándo sería emitido, y si la AFP ha realizado las gestiones para obtener la emisión del bono pensional. 
Al respecto, el Departamento de Risaralda señaló que el bono pensional se encuentra en liquidación provisional y que fue generado por la AFP Porvenir hasta el 07-11-2017, según pantallazo que se genera en la página del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, por lo que ésta debía comunicar dicha actuación al Departamento de Risaralda  y solicitar el reconocimiento del bono pensional con el fin de revisar los anexos que soporten los cambios realizados, tramitar su reconocimiento, y realizar la marcación del bono en la página de bonos pensionales del Ministerio de Hacienda, que hasta la fecha no ha hecho.
En este orden de ideas, una vez se contrasta lo manifestado por el Departamento de Risaralda, con la respuesta otorgada por la AFP Porvenir a la actora, se tiene que la misma, no corresponde a la realidad frente a la emisión del bono pensional, teniendo en cuenta que la AFP Porvenir aduce estar a la espera de la emisión del bono pensional, cuando frente a ello no hecho ningún trámite, a pesar que en la respuesta dice estar gestionándolo, sin que allegue prueba de ello, es más cuando se la requirió para ello, guardó silencio, lo que denota que su actuación ha sido totalmente pasiva, y no activa, de conformidad con el Decreto 1748 de 1995, en el que se cimienta que el Fondo de Pensiones debe realizar todas las gestiones necesarias para el reconocimiento de los bonos pensionales, así las cosas, la respuesta dada no fue clara y de fondo sobre el derecho pensional de la garantía de pensión mínima. 

Por lo anterior, se tiene que hasta la fecha la incidentada a través del representante legal Miguel Largacha Martínez no ha cumplido con lo ordenado mediante sentencia de 14-08-2017, por lo que se tienen por satisfechos los requisitos subjetivo y objetivo, lo que lleva consigo a que se imponga la sanción del artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 a través del representante legal por ser quien debió realizar todas las diligencias necesarias para el cumplimiento del fallo referido.

4. Conclusión
En suma, se procederá a sancionar con arresto de un (1) día al señor Miguel Largacha Martínez, identificado con cédula de ciudadanía No. 79.156.394, como representante legal de la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir SA y multa de dos (02) salarios mínimos legales mensuales vigentes, que deberá consignar de su propio peculio dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la decisión de la consulta en la cuenta 30820000640-8 convenio 13474 denominado multas y sus rendimientos del Banco Agrario de Colombia a nombre del Consejo Superior de la Judicatura. De no cancelarse oportunamente la multa impuesta, se procederá a su cobro coactivo por el ente competente a quien se dispone la remisión de esta providencia. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Risaralda, Sala Cuarta Laboral, 
RESUELVE

PRIMERO. SANCIONAR al señor Miguel Largacha Martínez, identificado con cédula de ciudadanía No. 79.156.394, como representante legal de la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir SA con arresto de (1) día y multa de dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes que el sancionado deberá consignar dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la consulta en la cuenta 30820000640-8 convenio 13474 denominado multas y sus rendimientos del Banco Agrario de Colombia a nombre del Consejo Superior de la Judicatura por lo expuesto en la parte motiva. De no consignar, remitir esta providencia a la Dirección Ejecutiva de Administración judicial para su cobro coactivo.
SEGUNDO. ORDENAR al señor Miguel Largacha Martínez, proceda a dar cumplimiento inmediato a la orden proferida en sentencia de tutela del 14-08-2017, proferida por esta Sala.
TERCERO. NotifICAR este proveído a las partes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: CONSULTAR esta decisión, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53 del Decreto 2591 de 1991, para lo cual se dispone remitir este asunto a la Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral, para lo de su competencia.

QUINTO: EXPEDIR, ejecutoriada esta decisión, los oficios para dar cumplimiento a lo ordenado.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada 

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN                      
                   Magistrado                                                             Magistrada 
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